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III EDICIÓN PREMIOS SECCIONES DEL ICAM 

 

Sección Derecho Marítimo y Transporte 

 

 

QUIEBRA DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE COMPETENCIA 

DEL TRANSPORTE PÚBLICO DE VIAJEROS POR CARRETERA 

 

 
 

I. INTRODUCCIÓN 

 

Las distintas clases de servicios de transporte público de viajeros por carretera están ampliamente reguladas en la 

normativa emanada de la UE, dentro de su “política común de transportes” (art.58 TFUE y Titulo VI del Tratado; 

arts.91.1 y 100.1), de forma que la legislación nacional (Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 

Transportes Terrestres / LOTT y su Reglamento de aplicación - Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre / 

ROTT), que se adecua a esta normativa, en lo esencial no aporta nada relevante en lo concerniente al acceso a la 

actividad y su desarrollo.  

Respeto de la contratación pública de esta clase de servicios, estando liberalizados los servicios discrecionales, 

respeto de los servicios regulares permanentes de uso general (líneas regulares) y de uso especial (transporte de 

escolares y de trabajadores), es la Directiva 24/2014 junto con el Reglamento UE 1370/2007 los que regulan la 

materia, a cuyos preceptos se acomoda igualmente la vigente Ley 9/ 2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público.  

Esta normativa configura un régimen de competencia en el que básicamente, para acceder al mercado y poder 

operar dentro de él (respecto de las distintas clases de servicios), se precisa reunir los requisitos de honorabilidad, 

capacidad económica y financiera que dispone el Reglamento UE 1071/2009, modificado por el Reglamento UE 

1055/2020, contemplándose la posibilidad de que los servicios regulares puedan Reglamento UE 1370/2007), en 

tanto que “esenciales”, ser de la titularidad de las Administraciones públicas, y en consecuencia reservarse su 

otorgamiento (“publicatio”), como gestión indirecta, en exclusiva por medio de una contratación pública abierta 

y no discriminatoria (servicios públicos regulares permanentes de uso general – contratos de concesión de 

servicios / régimen concesional de las líneas regulares y servicios públicos regulares permanentes de uso especial 

– contrato de servicios / régimen de autorización administrativa). 

No obstante la claridad de esta normativa, cuyo cumplimiento derivaría en una competencia efectiva y no 

discriminatoria ya por el mercado (servicios concesionales), ya dentro del mercado (resto de servicios que no se 

prestan en exclusiva), es lo cierto que la gestión pública llevada a cabo, especialmente durante la última década, 

se ha separado de forma muy acusada de su observancia, lo que provoca que de hecho no exista un sistema real 

de competencia (fundamentalmente respecto de las líneas regulares). 
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II. CAUSAS DE LA QUIEBRA DEL RÉGIMEN DE COMPETENCIA 

 

Así, a lo largo de la presente colaboración, de forma sucinta se van a exponer los supuestos en los que, ya por 

incumplimiento de la normativa, ya por una aplicación de la misma que restringe la competitividad, la distorsión 

del régimen de competencia en este sector es notoria, lo que seguramente no tiene similitud en ningún otro 

sector. 

 

II.1.- Ampliación de los plazos concesionales de las líneas regulares 

 

Como ampliamente refiero en mi Libro “Evolución histórica del Ordenamiento jurídico de los servicios públicos 

regulares interurbanos de transporte de viajeros por carretera a tracción mecánica en España” (2005), los 

servicios públicos permanentes de uso general (líneas regulares), que se prestan por concesión administrativa 

son, en general, con los lógicos cambios de itinerario y tráficos, los mismos que se empezaron a crear bajo la 

primera normativa reguladora de esta clase de servicios (Real Decreto de 4 de julio de 1924, regulador de los 

servicios públicos de transportes mecánicos rodados sobre vías ordinarias del Estado, Mancomunidad, 

Diputaciones y Ayuntamientos, y su Reglamento de desarrollo aprobado por la Real Orden de11 de diciembre de 

1924). Estos servicios, convalidados por la Ley de 27 de diciembre de 1947, de Ordenación de los Transportes 

Mecánicos por Carretera, a su vez fueron también convalidados por la Disposición transitoria segunda de la vigente 

LOTT, fijándoles un plazo de caducidad que expiraría a los 20 años de esta convalidación. Los plazos de los 

contratos concesionales de estas líneas regulares fueron posteriormente prorrogados (en todas las líneas regulares 

tanto de la titularidad del Estado, como de las CCAA) por cinco años más a través de lo dispuesto en el artículo 

167 de la Ley 13/96, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, 

condicionando esta prórroga a procesos de mejora de los servicios, así como a la congelación tarifaria de los 

mismos durante dos años.  

Con posterioridad a esta ampliación en cinco años de los plazos concesionales, todas las CCAA ampliaron 

nuevamente tales plazos (en cinco e incluso diez años) mediante Leyes que, en general, condicionaban esta 

medida a la modernización de los servicios (inversiones), resultando que incluso algunas CCAA, un vez 

finalizados estos nuevos plazos, volvieron a otorgar nuevas prorrogas de los contratos (como recientemente la 

Comunidad del P. de Asturias-5ª prórroga), siendo la última de estas medidas la ampliación de los plazos por la 

Comunidad de Madrid (en cinco años) operada en diciembre de 2019. 

La CNMC, en base a que algunas de estas ampliaciones de los plazos concesionales contravenían el art.8-

Disposiciones transitorias del Reglamento UE 1370/2007 (regulador de la contratación pública de esta clase de 

servicios – interpretado por la Comunicación de la Comisión 2014/C 92/01), impugnó las ampliaciones de plazos 

otorgadas por las Comunidades de Valencia y Galicia, que fueron anuladas (por infracción de dicho Reglamento 

UE 1370/2007) por las sentencias del T. Supremo de 14.3.2016 (Sección 3ª de lo Contencioso-Administrativo) 
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595/2016 (recurso casación 1832/2013) y 585/2016 (recurso casación 3718/2012), relativas, respectivamente, a 

las prórrogas que fueron otorgadas por los gobiernos de las Comunidades Valenciana y Gallega. Más 

recientemente, el Tribunal Justicia UE (Sala Décima) ha dictado su sentencia de 19 de marzo de 2020 (Asunto C-

45/19 - «Procedimiento prejudicial — Reglamento 1370/2007-Artículo 8.3 - Régimen transitorio - Expiración de 

los contratos de servicio público»), sobre la determinación de la fecha partir de la cual empieza a correr el plazo 

máximo de 30 años establecido en dicho precepto. Debe aclararse, aunque sea someramente, que a partir de la 

entrada en vigor de este Reglamento UE 1370/2007, contemplándose la vigencia de los servicios en explotación 

según las limitaciones temporales de su art.8 (Disposición transitoria), los servicios regulares que se otorguen 

con exclusiva en la explotación de los tráficos (régimen concesional vigente en España), establece que el plazo 

máximo de los mismos no puede superar los 10 años (art.4.3), lo que obligó a una reforma de la LOTT al objeto 

de adecuarse a este precepto (art.72.4 LOTT), al que también se adecua el art.29.1 y 6 de la LCSP. A ello debe 

de sumarse además, el supuesto general que establece este art.29 LCSP respecto de los contratos de concesión de 

servicios, de poder ampliar hasta en un 15 % la duración inicial por razón de restablecimiento del equilibrio 

económico de las concesiones en los supuestos tasados legalmente en que así sea procedente (art.270 y 290 

LCSP). Lógicamente, a efectos de determinar en los nuevos concursos el plazo de las concesiones de que se trata, 

habrá de tenerse también en consideración lo prevenido en la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la 

economía española y en el Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, que la desarrolla, razón por la que las 

licitaciones habidas en los últimos cuatro años han previsto unos plazos contractuales de menos de 10 años 

(normalmente, de 6 años).  

No obstante, el Reglamento UE 1370/2007 contempla la posibilidad, de carácter excepcional, de ampliar los 

plazos concesionales (sin que quepa la prórroga de los servicios ya prorrogados al amparo de sus preceptos). 

Estos supuestos son los del art.4.4 y 5.5 del Reglamento UE 1370/2007, que previenen la posibilidad, 

respectivamente de: - prolongar durante, como máximo, la mitad del período original si el operador de servicio 

público aporta elementos del activo que sean a la vez significativos en relación con la totalidad de los activos 

necesarios para prestar los servicios de transporte; - en el caso de riesgo inminente de interrupción del servicio 

(normalmente, por no haberse licitado a tiempo) pueda decretarse la medida de emergencia de ampliación del 

plazo concesional por un periodo máximo de 2 años. Estos preceptos tienen su correspondencia similar en los 

arts, 72.4 LOTT (respecto del aptdo.4 del art.4 Reglamento 1370/2007) y 85 LOTT (aptado.5 del art.5 del mismo 

Reglamento UE). Sobre la ampliación de los plazos concesionales conforme a lo previsto en el art.4.4 del 

Reglamento UE 1370/2007, cabe significar que si en lugar de haberse aplicado la ampliación de los plazos 

concesionales a costa de la realización por las empresas concesionarias de ciertas inversiones de mejora, se 

hubieran licitado los servicios, claramente tales mejoras (material móvil, reducción de las tarifas, etc.) hubieran 

tenido incluso mayor entidad como consecuencia de las ofertas presentadas en las licitaciones (como así se ha 

venido acreditando en la última década mediante las licitaciones habidas), razón por la que, a mi juicio, estas 

ampliaciones generalizadas de los plazos contractuales no han tenido una justificación objetiva. 
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Así pues, independientemente de que no todas las ampliaciones de los plazos concesionales han sido irregulares 

(ya por contravenir el art.8 del Reglamento UE 1370/2007, ya por haber aplicado más de una vez la prorroga 

prevista en el art.4.4 del mismo Reglamento), cuestión ésta sobre la que no es posible examinar cada caso por 

razón de espacio, lo cierto es que la no licitación de los servicios (líneas regulares) concesionales al vencimiento 

del plazo contractual ha originado una grave distorsión de la competencia (por el mercado), al impedir a las 

empresas no concesionarias de tales servicios poder acceder a su prestación. Y si tenemos en consideración que 

una gran parte de estas concesiones llevan incluso medio siglo, y en algunos casos incluso más, explotándose por 

las mismas empresas, sin que hayan sido licitadas, podemos afirmar que el nivel de competencia real es 

claramente muy negativo. 

En último término, y por lo que a la materia de la ampliación de los plazos concesionales se refiere, resaltar que 

como modo de reequilibrio económico de las concesiones por razón de los efectos de la pandemia que sufrimos, 

el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19, en su art. 34.4 prevé la ampliación de la duración inicial del contrato de 

concesión de servicios  hasta un máximo de un 15 por 100 (o mediante la modificación de las cláusulas de 

contenido económico incluidas en el contrato), previsión que siendo conforme con lo estipulado en el art.29 

LCSP, no se ha aplicado ni por el Ministerio de Transportes ni por ninguna Comunidad Autónoma. 

 

II.2.- Continuidad en la prestación del servicio público concesional caducado 

 

Como es la regla general impuesta por el Ordenamiento jurídico, a la finalización del plazo contractual caduca la 

concesión (arts.2029 y 210.1 LCSP y 82.1 y 2 LOTT), debiéndose de proceder a la adjudicación por concurso de 

un nuevo contrato (art.88.1 ROTT), cuya convocatoria y pliego de bases ha de anunciarse con la debida 

antelación a efectos de que al vencimiento de la concesión pueda haberse finalizado el procedimiento referido al 

nuevo contrato de concesión de servicios (convocatoria que, además, ha de ser objeto del “anuncio previo” en el 

DOUE, con una antelación mínima de un año al inicio del procedimiento de licitación, de acuerdo con lo 

dispuesto en el art.7.2 del Reglamento UE 1370/2007).  

Pues bien, pese a la literalidad de estas disposiciones, que son básicas y esenciales en la contratación pública y 

fundamentales en orden a un sistema de competencia no discriminatorio, es lo cierto que, a pesar de haberse 

aplicado la prórroga forzosa de dos años del art.85 LOTT, las concesiones de muchas CCAA e incluso del 

Ministerio de Transportes (sobre treinta de un nº total cercano al centenar) llevan caducadas incluso cinco años y 

en algunos casos más, continuándose así explotándose, a precario, por las mismas empresas que vinieron siendo 

concesionarias. Este hecho, que afecta a centenares de servicios (líneas regulares) de la titularidad de algunas 

CCAA constituye, a mi juicio, una situación irregular, que no tiene similitud alguna en ningún otro sector. Ello 

ha originado una quiebra total del régimen concesional de la clase de servicios públicos de que se trata, que 

precisamente justifica la explotación en exclusiva de los tráficos en el hecho de que exista una leal competencia 

por el mercado, esto es, que los servicios se liciten para que al vencimiento de los plazos concesionales se 
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adjudique un nuevo contrato público. No existiendo justificación alguna para tan notoria y grave irregularidad, 

resulta que, a mayor abundamiento de lo que hasta ahora se ha expuesto, la competencia en este sector del 

transporte público de viajeros en autobús es cuasi inexistente. 

Las Administraciones públicas vienen permitiendo esta explotación a precario y sin título alguno, habiéndose 

llegado incluso al reconocimiento de esta situación irregular en el art.24.2 del Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de 

julio, de medidas de reactivación económica para hacer frente al impacto del COVID-19 en los ámbitos de 

transportes y vivienda, que expresamente prevé (para los servicios de titularidad del Ministerio de Transportes) el 

reequilibrio económico de estos contratos caducados (utilizándose la definición de “los contratos cuyo periodo 

de recuperación de la inversión haya concluido”), lo que a mi entender constituye una aberración jurídica, por 

cuanto que un contrato caducado o extinguido, al ser inexistente, no puede ser objeto de reequilibrio económico 

alguno. 

Pero por si cuanto se viene exponiendo no fuera suficiente, en lo concerniente a la vulneración de la normativa 

sobre contratación pública y sectorial, con la consiguiente distorsión de la competencia e inseguridad jurídica, ha 

de resaltarse que incluso en numerosos casos de concursos anulados ya por el TACRC, ya por la Jurisdicción 

contencioso-administrativa (al menos nueve casos respecto de servicios de la titularidad del Ministerio de 

Transportes), las empresas adjudicatarias en estas licitaciones anuladas hace incluso en algunos casos cuatro y 

más años, continúan prestando el servicio, no habiendo sido objeto de un nuevo contrato previa la 

correspondiente licitación, lo que en definitiva supone dejar de hecho sin efectos tales Resoluciones y Sentencias 

anulatorias. 

 

II.3.- La gestión indirecta de las estaciones de autobuses de titularidad pública por empresas de transporte 

de viajeros por carretera 

 

Como así tiene declarado la Comisión UE, y más específicamente en su proyecto de modificación del 

Reglamento UE 1.073/2009, relativo a las normas comunes de acceso al mercado internacional de los servicios 

de autocares y autobuses, la existencia de un régimen de explotación de las estaciones de autobuses (EA) no 

discriminatorio es esencial para que pueda existir un régimen de leal competencia entre las empresas prestatarias 

de los distintos servicios públicos de transporte en autobús. También son esenciales las EA para que las empresas 

de transporte puedan cumplir, sin barrera alguna, las obligaciones derivadas del Reglamento UE 181/2011, de 16 

de febrero de 2011, sobre los derechos de los viajeros de autobús y autocar, y la normativa sobre accesibilidad 

(por lo que a España se refiere, regula el Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las 

condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los modos de transporte 

para personas con discapacidad, modificado por el RD 537/2029, de 20 de septiembre). 

Ahora bien, no todas estas instalaciones o infraestructuras, aunque operen como EA, tienen tal consideración 

jurídica, existiendo algunas que por no cumplir todos los requisitos que la normativa requiere, no deberían de 
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tener la consideración jurídica de “estación de autobuses” (en este sentido cabe citar, entre otras, las Sentencias 

del TSJ de Castilla-León nº 528/2.008, de 7 de noviembre y nº 84/2.011, de 4 de marzo, y del Juzgado 

Contencioso-Administrativo de Segovia nº 52/2.012, de 13 de febrero, que incluso ordenaron la devolución de 

los pagos realizados por las tasas percibidas). Así, para que estas instalaciones puedan ser consideradas 

«estaciones de autobuses» (lo que es competencia de las CCAA), conforme a lo prevenido en el art. 127.3 LOTT, 

han de cumplir todos los requisitos que enuncian los arts.183 y 184.1 del ROTT. 

Por otra parte, la utilización de las estaciones no es obligatoria para las empresas concesionarias, salvo para las 

líneas regulares cuyos contratos de concesión hayan sido otorgados dentro la vigencia de la redacción dada al 

art.84.2 por el RD 70/2019, y no se hayan exceptuado de tal obligación (por tener concedidas otras paradas o una 

EA de su propiedad). La utilización obligatoria de las estaciones no rige desde la derogación del art. 131.2 LOTT 

por el art.27 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la 

Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (reforma debida a la Directiva UE 

2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006), razón por la que en la última 

reforma del ROTT (RD 70/2019) se ha dado nueva redacción al art.75, no contemplando dicha obligatoriedad la 

nueva redacción de los arts. 183 y siguientes. De otro lado, las tasas (de entrada y salida de vehículos y por cada 

viajero) que tengan aprobadas las EA, son repercutibles en la tarifa conforme a lo así previsto en la Orden 

Ministerial de Fomento de 4 de diciembre de 1.998, lo que es independiente de lo establecido en el art. 19.3 

LOTT (revisión individualizada del régimen tarifario). Suponen pues las estaciones, un coste que se repercute en 

los usuarios (a través de la tarifa del servicio), de donde debe de cuidarse no solo que exista una eficaz gestión de 

estas instalaciones, sino que también de que sus tarifas no influyan más allá de lo lógico en el precio del 

transporte. 

Es dentro de este contexto que, teniendo en consideración que la titularidad de las estaciones de autobuses, 

restando las escasas que son de titularidad privada, son ya de las CCAA (a través o no de Consorcios de 

Transportes), ya de las Corporaciones locales, que la práctica de que su explotación sea por gestión indirecta por 

medio de una concesión otorgada a una empresa de transporte en autobús (o a varias de éstas si han licitado en 

UTE), en algunos casos provoca una clara distorsión de la competencia, dándose situaciones tales como las 

siguientes: - que la concesionaria de la EA, que a su vez presta en la misma zona servicios de transporte en 

autobús, no factura un precio tarifario igual a unas empresas que a otras (existiendo acuerdos al efecto). – que 

incluso la empresa o empresas de transporte en autobús concesionaria/as de la EA no abonan tales tasas o abonan 

un precio o tarifa inferior al que facturan a las empresas (limitándose a hacer, cuando se precisa, aportaciones de 

capital). – que no es infrecuente que se deniegue a alguna empresa en competencia la utilización de la estación 

por la supuesta falta de espacio. – que tampoco es infrecuente que los medios que se faciliten a otras empresas en 

competencia (taquillas, etc.) sean muy deficitarios.  
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Todo ello provoca una situación que al afectar a la calidad de los servicios, atención a los usuarios y costes de 

explotación (precio de las tasas o tarifas que percibe la EA de las empresas de transportes), afecta a la 

competencia, y muy acusadamente con relación a las licitaciones de los servicios regulares permanentes de uso 

general, ya que en los supuestos en los que las empresas en competencia concesionarias de la EA no abonan las 

tasas por su utilización, o abonan unos precios más bajos, es evidente que sus ofertas (al tener menores costes) 

pueden ser más competitivas. 

Por estas objetivas razones, y sin que se generalice respecto de tales supuestos, a mi juicio la explotación o 

gestión de las EA de titularidad pública no deberían de ser adjudicadas a empresas de transporte en autobús, o a 

sociedades que formen parte de estas empresas o grupos empresariales, existiendo a mi entender una manifiesta 

incompatibilidad en la  prestación de ambas actividades (EA y servicios) en tanto que cuanto se refiera a las EA 

repercute en la explotación de los servicios por las distintas empresas en competencia. 

 

II 4.- Servicios urbanos regulares y turísticos adjudicados en exclusiva requiriéndose experiencia previa 

 

Como es sobradamente conocido, solamente los denominados «servicios esenciales» pueden ser objeto de 

asunción de su titularidad por las Administraciones públicas («publicatio» / art. 128.2 Constitución), y por ende 

ser excluidos de la competencia, lo que además es preciso que se haga por Ley. Y ello porque en otro caso se 

vulneraría el principio constitucional de libertad de empresa, ya que conforme a la doctrina del Tribunal 

Constitucional, solamente puede ser calificada de «actividad esencial la que sea indispensable para la vida 

social» (STC 26/1981, de 17 de julio), como, por ejemplo, lo es el transporte urbano colectivo general y ello, tal 

y como se ha indicado, mediante Ley. 

Es en este orden de cuestiones que la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen local (en 

adelante LBRL), establece (art.25.2 LBRL) la competencia de los municipios para el «transporte colectivo 

urbano», calificándose como esencial , «el transporte público de viajeros», esto es, el transporte urbano de uso 

general o colectivo, reserva o «publicatio», que siendo la única base para excluir de la competencia cualquier 

clase de actividad o servicio, solamente está establecida (art.86.2 LBRL) para dicho transporte colectivo urbano 

general. No hay, pues, obstáculo legal alguno para que esta clase de servicios públicos sea excluida de la 

“competencia en el mercado”, mediante una licitación (“competencia por el mercado”) que tenga por objeto el 

otorgamiento del contrato (de concesión de servicios) en exclusiva a un solo operador. 

Pero siendo de aplicación la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público (en adelante LCSP), la Ley de Bases de 

Régimen local, la Ley 33/2003 de Patrimonio de las Administraciones públicas (en adelante LPAP), el 

Reglamento de Bienes de las Corporaciones locales (en adelante RBCL / RD 1372/1986), y el Reglamento UE 

1370/2007, se plantea la problemática de que las Corporaciones locales exigen en los correspondientes pliegos de 

bases reguladores de los concursos, para poder presentar ofertas, que la empresa de transporte de viajeros por 
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carretera acredite que, normalmente en un período de tres años anteriores a la convocatoria, han realizado similar 

clase de transporte, por lo general en localidades de un número al menos similar de habitantes al que se 

corresponde con el Ayuntamiento que licita el servicio. 

Respecto de esta cuestión referida a la exigencia de acreditar una experiencia previa, es evidente que la solvencia 

técnica o profesional, conforme a lo previsto en los artículos 74, 77 y 90 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, puede ser objeto en los pliegos reguladores de los concursos de la exigencia de 

acreditación mediante la experiencia previa en servicios «iguales similares», en los últimos tres años, así como 

que esta experiencia en servicios iguales o similares que los que constituyen el objeto del contrato, han de 

referirse al CPV (Common Procurement Vocabulary / Vocabulario Común de Contratos Públicos) que indique el 

pliego. Así pues, el término «igual o similar» no viene referido a que se tenga experiencia en servicios urbanos 

de transporte colectivo, sino en el más general de transporte de viajeros por carretera (Reglamento UE 213/2008, 

de 28 de noviembre de 2007, que modifica el Reglamento no 2195/2002 por el que se aprueba el Vocabulario 

común de contratos públicos—CPV, y las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE sobre los procedimientos de los 

contratos públicos, en lo referente a la revisión del CPV). 

La problemática se suscita porque en algunos casos los órganos de contratación no admiten la oferta sino se 

acredita una experiencia en servicios urbanos de transporte colectivo, inaplicando así el artículo 90 de la Ley de 

Contratos del Sector Público, esto es, no admitiendo a empresas cuyo CPV incluye la clase de servicio de 

transporte a realizar objeto de la licitación. De otro lado, en los pliegos se acostumbra a requerir que esta 

experiencia sea en poblaciones de un determinado número de habitantes, lo que excede de dicho artículo 90 

LCSP e impide a la mayoría de las empresas poder licitar, máxime si se trata de grandes ciudades (respecto de las 

que escasísimas empresas pueden acreditar tal experiencia). 

Por tanto, respecto de la exigencia de experiencia previa, como requisito indispensable de acreditación de la 

solvencia técnica (LCSP), no puede sino concluirse que en el expediente debe quedar acreditada su necesariedad 

y proporcionalidad (artículos 132 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, así 

como los arts. 3, 5 y 9 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado - en adelante 

LGUM, 45 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, y 1 

de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia). Además inaplicar el referido artículo 90 LCSP 

tal y como se ha expuesto, o bien exigir que esta experiencia, para que pueda ser estimada como «igual o 

similar» sea en poblaciones de un determinado número de habitantes, claramente a mi juicio no se ajusta a 

Derecho. 

La CNMC (Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia), en su Requerimiento al Ministerio de 

Fomento de fecha 5 de julio de 2018 (previo a la interposición del correspondiente recurso contencioso-

administrativo), consideró que los pliegos de este Departamento para la adjudicación de los servicios públicos 

concesionales de transporte regular permanente de uso general de viajeros por carretera, en tanto que exigen la 
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necesidad del cumplimiento del requisito de «experiencia en los tres últimos años de prestación de servicios de 

transporte público de viajeros por carretera con un número de vehículos igual o superior al exigido en el apartado 

8 del cuadro de características de este Pliego», y adicionalmente la presentación de documentación relativa a los 

vehículos que justifiquen su disponibilidad «en los tres años inmediatamente anteriores a la presenta 

convocatoria de licitación», como modo de acreditar la solvencia técnica constituyen una «barrera de entrada», 

siendo desproporcionados al objetivo pretendido, que no es otro sino el de acreditar requisitos de solvencia 

técnica o profesional.  

Por otra parte, se asiste, desde hace aproximadamente una década, a la licitación pública, para su prestación en 

exclusiva (con la contraprestación del abono de un canon), de servicios turísticos urbanos, ya en autobús, ya en 

“trenecitos” especialmente construidos para este fin. Estos servicios son concursados por los Ayuntamientos por 

un plazo que acostumbra a no superar los cinco años, ya como contrato de concesión de servicios, ya como 

licencia del dominio público para la prestación del servicio. Pues bien, siendo de aplicación la LCSP, la Ley de 

Bases de Régimen local, la Ley 33/2003 de Patrimonio de las Administraciones públicas y el Reglamento de 

Bienes de las Corporaciones locales (RD 1372/1986), y no así el Reglamento UE 1370/2007 (que excluye de su 

ámbito a los servicios turísticos de transporte), resulta inequívocamente lo siguiente: 

 - Que como se ha explicitado, solamente los denominados «servicios esenciales» pueden ser objeto de asunción 

de su titularidad por las Administraciones públicas («publicatio» / art. 128.2 Constitución Española), y por ende 

ser excluidos de la competencia, lo que además es preciso que se haga por Ley. - Que no solo es inexistente Ley 

alguna que así haya declarado a esta clase de servicios públicos, sino que además ello resultaría contrario al 

principio constitucional de libertad de empresa, ya que, como se ha expuesto más atrás, conforme a la doctrina 

del Tribunal Constitucional, solamente puede ser calificada de «actividad esencial la que sea indispensable para 

la vida social» (STC 26/1981, de 17 de julio), como lo es el transporte urbano colectivo general, y ello, tal y 

como se ha expuesto, mediante Ley. - Que la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 

local, si bien establece (art.25.2 LBRL) la competencia de los municipios para el «transporte colectivo urbano y 

la promoción de la actividad turística», solamente califica como esencial, «el transporte público de viajeros», 

esto es, el transporte urbano de uso general o colectivo, que es radicalmente diferente de los servicios turísticos. 

Esta reserva o «publicatio», que es la única base para excluir de la competencia cualquier clase de actividad o 

servicio, solamente está establecida (art.86.2 LBRL) para dicho transporte colectivo urbano general, y no para los 

servicios turísticos de la clase de que se trata, sea por medio de autobuses (normalmente de configuración 

panorámica), sea a través de trenecitos especialmente acondicionados (que incluso pueden o no circular ya por un 

raíl, ya por la vía pública). 

Esta doctrina no solo es la que nuestra Jurisprudencia reitera, sino que además es la que se contiene en el reciente 

Informe (remitido a todos los Ayuntamientos por la Federación Española de Municipios) de la Secretaria de 

Estado de Economía y Apoyo a la Empresa (SECUM), de 13 de febrero de 2019, sobre «La existencia de 
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obstáculos a la libertad de establecimiento en el ámbito de la prestación de servicios de transporte turístico 

urbano, bien en autobuses panorámicos, o en trenes turísticos». En este Informe de forma clara y fundamentada 

jurídicamente, se concluye que la exclusión de esta clase de servicios de la competencia (exclusiva en su 

prestación) es contraria a Derecho, de acuerdo con los art. 16 de la Ley de Garantía de Unidad de Mercado (en 

adelante LGUM). 

Ahora bien, no obstante, en este fundamentado y acertado Informe de la SECUM, se aprecia la posibilidad de 

que por razones de las limitaciones que pueda tener el dominio público (infraestructura viaria), la prestación de 

estos servicios pueda limitarse, mediante licencia (de ocupación del dominio público), a otorgar por concurso 

público, a un solo operador o a más de uno, pero debiendo de adecuarse esta limitación al principio de necesidad 

y de proporcionalidad previstos en los arts. 9 y 16 de la LGUM, y arts.3.11 y 17 de la Ley 17/2009, de 23 de 

noviembre, sobre el Libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. Es decir, en el expediente de 

contratación ha de quedar acreditado, de forma indubitada, que la prestación en exclusiva, por la configuración 

concreta de la infraestructura (dominio público), determina obligatoriamente que solamente pueda haber un 

operador (lo que no se acostumbra a referir, ni acreditar), o bien que dicha configuración permite un número 

determinado de operadores. 

En otro orden de cuestiones, ha de resaltarse que es también común que en esta clase de licitaciones públicas se 

exija la acreditación de una previa experiencia en la realización de las mismas clases de transporte, normalmente 

en los últimos tres años y en localidades de al menos un número similar de habitantes al de aquella cuyo 

Ayuntamiento licita la prestación del servicio público o de la licencia municipal de ocupación del dominio 

público. Sobre esta cuestión relativa a la experiencia cabe enunciar los mismos preceptos legales y juicio crítico 

enunciados más atrás. 

Habida cuenta que tanto por lo que se refiere al transporte urbano colectivo, como a los citados servicios urbanos 

turísticos, el número de empresas que pueden acreditar tal experiencia como solvencia técnica o profesional es 

muy reducido, su exigencia en los pliegos de bases reguladores de los concursos provoca que no más de media 

docena de empresas puedan presentarse a las licitaciones del transporte urbano colectivo y alrededor de no más 

de tres para los servicios turísticos, lo que provoca una situación cuasi monopolística. A mi juicio, la exigencia 

de tales requisitos de experiencia, aunque estén contemplados en la LCSP, no se compatibilizan con la normativa 

emanada de la UE sobre acceso al mercado del transporte público de viajeros por carretera y a sus distintas clases 

de servicios, que no contienen la posibilidad de limitación alguna al respecto, sino que meramente se exige el 

cumplimiento de los requisitos de los Reglamentos UE 1071/2009, de 21 de octubre de 2009, por el que se 

establecen las normas comunes relativas a las condiciones que han de cumplirse para el ejercicio de la profesión 

de transportista por carretera, 2020/1055, de 15 de julio de 2020, y 1370/2007, de 23 de octubre de 2007. 

 

II.5.- Justificación de las ofertas desproporcionadas; el Informe técnico del art.149 LCSP 
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Cuando una baja está incursa en temeridad de acuerdo con las prescripciones del pliego del concurso, es 

preceptivo que se emita un Informe técnico sobre las alegaciones justificativas de la empresa ofertante, Informe 

que no es vinculante ni para para la propuesta que ha de hacer la Mesa de Contratación, ni para el órgano de 

contratación. Siendo un Informe para el Órgano de Contratación competente para resolver el concurso, y en 

primer término para la Mesa de Contratación, que es la que lo estudia y hace la propuesta de adjudicación, 

rechazando o estimando tales alegaciones justificativas de la oferta, es evidente que tales Informes han de estar 

redactados (y firmados) por funcionarios ajenos a tal Mesa de Contratación, esto es, por el “asesoramiento 

técnico del servicio correspondiente” (que no es, ni puede ser, ningún funcionario de la Mesa de Contratación), 

tal y como de forma clara se pronuncia el artículo 149 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público (en similar sentido se reguló en el art.152 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público - Real Decreto Legislativo 3/2011,derogado por la nueva LCSP). Igualmente se pronuncia el art.69 de la 

Directiva UE 24/2.014, reguladora de la contratación pública, y la doctrina del Tribunal de Justicia UE / entre 

otras, Sentencia 27 de noviembre de 2001 (empresa Lombardini SpA - Empresa Generale di Costruzioni), en la 

que se mantiene de forma reiterada que la calificación de una oferta como anormalmente baja es presunta y se 

requiere siempre, en todo caso, solicitar de los afectados una justificación o defensa de las razones que han 

llevado a presentar una proposición que es considerada desproporcionada o anormal. 

Pues bien, frente a la claridad de este precepto, que como todos los referidos al procedimiento de la contratación 

pública, persigue el afianzamiento de una competencia no discriminatoria, y siendo evidente e incontestable que 

los Informes técnicos de que se trata han de ser suscritos por el “Servicio técnico correspondiente” (que sea 

competente por razón de tecnicidad de la materia), y no por ningún miembro de la Mesa de Contratación (el 

“Servicio técnico correspondiente” no es la Mesa de Contratación), resulta que en los concursos que viene 

licitando el Ministerio de Transportes (Dirección General d Transportes Terrestres / DGTT) en la última década 

este Informe está suscrito por miembros de la Mesa de contratación. Frente a este hecho, hay que reiterar que es 

la Mesa de Contratación la que debe valorar el Informe técnico, no siendo adecuado a Derecho que el mismo 

órgano (o alguno de sus miembros) que ha de hacer esta valoración sea el que realice o suscriba el Informe. Es 

más, aunque no es lo usual, en ocasiones la Mesa de Contratación se separa del contenido y conclusiones del 

Informe técnico, proponiendo al órgano de contratación una decisión diferente. Las Mesas de Contratación 

(LCSP) son órganos colegiados competentes para la tramitación del procedimiento legalmente establecido, 

velando por su cumplimiento, valorando (puntuando) las ofertas conforme a las disposiciones del pliego de bases 

regulador del concurso, elevando al órgano de contratación su propuesta de adjudicación (que ha de ser motivada 

y contener, igualmente razonadamente, las exclusiones por ofertas con valores anormales o desproporcionados, 

así como, en su caso, la aceptación de aquellas justificaciones de tales ofertas, sea ello conforme o no con los 

Informes técnicos, que son preceptivos, pero no vinculantes). Pero la Mesa de Contratación (y en consecuencia, 

ninguno de sus miembros) tiene competencia para la realización (o firma) de los Informes técnicos en cuestión, 
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sino solamente para solicitarlos del “asesoramiento técnico del servicio correspondiente”, y una vez emitidos 

valorar su contenido con los consiguientes efectos en la propuesta de resolución del concurso que ha de elevar al 

órgano de contratación. La Mesa de Contratación, a tenor de la LCSP no es un órgano técnico en las materias 

sectoriales, sino un órgano colegiado cuya formación y competencias se refieren al procedimiento, debiendo de 

adoptar sus propuestas (exclusiones, de subsanación de errores u omisiones en las ofertas, de adjudicación, etc.) 

conforme a lo regladamente establecido en el pliego regulador del concurso y en caso de que así sea preceptivo 

por aplicación de una disposición legal, valorando el contenido de los Informes técnicos que sean emitidos por 

los Servicios (que ha de ser totalmente ajenos y diferentes de la Mesa) técnicos competentes. La incompatibilidad 

de los miembros de la Mesa para poder ser los actores del “Informe técnico” es manifiesta, siendo de destacar, 

además, que las alegaciones de las empresas sobre las ofertas temerarias o desproporcionadas han de ser 

estudiadas o valoradas por funcionarios técnicamente competentes en la materia totalmente ajenos a la Mesa de 

contratación, que son los que han de redactar y suscribir los Informes técnicos. Así pues, cualquier intervención, 

como la mera suscripción (firma) de estos Informes por cualquier miembro de la Mesa de contratación, invalida 

tales Informes. 

La nulidad de los procedimientos concursales en los que ya no existe este “Informe técnico”, ya está suscrito por 

un órgano distinto del dispuesto en la norma, viene siendo declarada en multitud de fallos judiciales, como 

últimamente la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Segovia (ST 154/2016, de 30 de 

junio /  prcdto. nº 79/2015, dictada en un caso similar). 

Teniendo en cuenta la disparidad de criterios seguidos sobre la aceptación o rechazo por la Mesa de contratación 

de la DGTT de las justificaciones de las ofertas desproporcionadas, en tanto que se han aceptado rebajas 

tarifarias cercanas al 50% y rechazado otras que no llegan al 30%, esta cuestión adquiere una importante 

notoriedad en orden a un sistema concursal que, al cumplir con el procedimiento reglado, no provoque esta 

inseguridad jurídica que claramente afecta a la competencia por razón de no discriminación respecto de los 

criterios a seguir, que deberían además de ser transparentes. Si a ello unimos que este mismo defecto 

procedimental se presenta también, aunque en mucha menor media, en similares concursos licitados por algunas 

CCAA y Corporaciones locales, incluso en algunos casos sin la existencia de tal Informe técnico, el resultado es 

negativo y ciertamente preocupante.   

 

II.6.- Reiterada anulación de los pliegos reguladores de los concursos 

 

Licitándose por el Ministerio d Transportes (DGTT) una media de alrededor de seis servicios al año, en la última 

década se han anulado, ya por el TACRC, ya por la Jurisdicción contencioso-administrativa, la mayoría de los 

pliegos de bases de los concursos, así como al menos alrededor de veinte licitaciones, lo que no tiene parangón 

alguno ni con otros sectores, ni con Centro directivo alguno de las Administraciones públicas. Este hecho no solo 

ha provocado la consiguiente alarma empresarial, sino que ha hecho que el proceso de renovación de las 
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concesiones de la titularidad del Ministerio de Transportes (sobre cien concesiones o servicios) se distinga por la 

más absoluta inseguridad jurídica. De otro lado, esta reiterada anulación de los concursos, ha provocado la 

todavía una más lenta renovación de las concesiones (líneas regulares), lo que ha afectado gravemente a la 

competencia. 

 

II.7.- Ausencia de licitaciones 

 

Además de que respecto del Ministerio de Transportes (DGTT), tal y como se ha indicado, la cadencia de 

licitaciones, en función del número de servicios caducados, es muy insignificante, y del número ingente de 

anulaciones, resulta que en los últimos dos años solamente se han licitado media docena de servicios, siendo ya 

anulados, ya objeto de renuncia por la DGTT una vez adjudicados. Esta ausencia de licitaciones afecta, también, 

a numerosas CCAA (por falta de espacio resulta imposible desarrollar este punto), con el resultado ya indicado 

más atrás, de la existencia de servicios concesionales que llevan muchos años caducados, pese a lo cual 

continúan explotándose de forma irregular a precario (sin título contractual alguno) por las empresas que han 

venido siendo las concesionarias. 

Por otra parte, desde que se decretó el primer estado de alarma, el Ministerio de Transportes, por razón de la 

notoria caída de la demanda, entiende que no puede licitar nuevos servicios hasta que ésta se recupere a niveles 

normales, lo que ha de tener como consecuencia un periodo de aproximadamente dos años sin licitaciones, con la 

continuidad de los servicios caducados explotados por las mismas empresas, y consiguiente quiebra de un 

régimen de competencia adecuado a la normativa que es de aplicación.  

Tanto esta ausencia de licitaciones argumentada en base a la pandemia (caída de la demanda), como las renuncias 

(15.X.2020) por la misma razón por la DGTT al amparo del art.152 LCSP de los dos servicios adjudicados 

(Madrid, Toledo y Piedrabuena, y Valladolid, Soria y Zaragoza), a mi juicio carecen de fundamentación. Y ello 

por cuanto que conforme a la normativa que se ha venido dictando para paliar los efectos de la pandemia, en 

definitiva las empresas concesionarias no están obligadas a realizar sino el número de expediciones que sea 

absolutamente preciso que tengan una mínima demanda (art.17 Real Decreto-Ley 21/2020, de 9 de junio, art.2 

Real Decreto 555/2020, de 5 de junio, art.1 OM 230/2020, de 15 de marzo, art.2 OM 273/2020, de 23 de marzo, 

art.1 OM  306/2020, de 30 de marzo, etc). En consecuencia, claramente podría licitarse un concurso con arreglo a 

parámetros de demanda normales, si bien con la consiguiente aplicación de esta normativa a la inauguración del 

servicio (hasta que vuelva la normalidad de la demanda), permitiendo, a su vez, aplazar la adquisición de todo el 

material móvil innecesario mientras perduren los efectos de la pandemia.  

Es también preciso resaltar que nada se opone a que si los efectos de la pandemia, desde que ésta se inició, 

perdurarían no más de dos años, antes de que se continúen explotando servicios caducados por estimar que no 

procede una licitación por la caída de la demanda (todo lo cual es extensible no solo a las concesiones caducadas 
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de la titularidad del Ministerio de Transportes, sino que también de las CCAA), puede y debería de haberse 

aplicado el art.5.5 del Reglamento UE 1370/2007 (y su concordante art.85 LOTT). Estos preceptos, precisamente 

para casos como los de que se trata, permiten que excepcionalmente, como “medida de emergencia”, por 

procedimiento de urgencia (aunque con concurrencia y publicidad) puedan adjudicarse los servicios directamente 

(sin someterse al procedimiento normalizado) por un plazo de duración no superior a los dos años, de forma que 

una vez recuperada la normalidad puedan licitarse los servicios de acuerdo con el procedimiento reglado previsto 

en la LOTT (concesión de servicios) Así pues, a mi juicio no existe justificación alguna para el hecho de la 

ausencia de licitaciones y la continuidad en la explotación de centenares de servicios caducados. 

De otro lado, y si la DGTT no tiene los medios necesarios para poder licitar al menos veinte o más servicios al 

año, lo que ha de hacer es proveer los medios para ello, pudiendo, entre otras alternativas, acudir al consulting 

INECO, del Ministerio de Transportes, ya que si la cadencia de licitaciones no puede ser mayor de alrededor de 

seis concursos al año, nos encontramos con el hecho de que para renovar alrededor de cien servicios serían 

necesarios más de quince años, lo que supone que la mayoría de los mismos hayan de estar un notorio número de 

años explotados estando caducados bajo el pretexto, inadmisible, de falta de medios. 

 

II.8.- Concursos de transporte escolar; situaciones de cártel detectadas por la CNMC en las licitaciones 

 

La CNMC ha venido detectando en los últimos años un buen número de situaciones de cartel, que vulneran la 

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, tanto respeto del servicio de ambulancias (excluyendo 

a los vehículos de turismo como taxis y VTC), situación reflejada en el Pro/CNMC/002/19 “Informe (de 

9.1.2020) sobre las licitaciones públicas de transporte de pasajeros en vehículos de turismo en los ámbitos 

escolar, laboral y sanitario”, como muy especialmente respecto a los servicios públicos regulares permanentes de 

uso especial (reparto de los servicios licitados para el transporte de escolares en autobuses). 

Entre los procedimientos sancionadores incoados por la CNMC respecto de esta última clase de servicios 

públicos de viajeros por carretera (transporte de escolares a centros educativos públicos), destacan los siguientes: 

 - 15.3.2017 / Baleares: desmantelamiento de un cártel que afectó a 34 empresas y a una asociación profesional al 

menos desde agosto de 2005 hasta el 2013 con efectos hasta el 2017. – X.2019 / Cantabria: se incoa 

procedimiento sancionador a 25 empresas por reparto en las licitaciones. – IX.2020 / Murcia: se sanciona a 33 

empresas y una asociación profesional desde 2009 hasta 2018 por reparto en las licitaciones. – IX.2020 / 

Navarra: se sanciona a 33 empresas por reparto en las licitaciones y encarecimiento de los precios desde 

diciembre de 2013 a diciembre de 2018. 

Así pues, no solo respecto de los servicios públicos concesionales regulares permanentes de uso general (líneas 

regulares) la competencia es totalmente irregular, sino que también se han detectado graves anomalías con 

relación a los servicios públicos permanentes de uso especial (transporte público de escolares a centros 
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docentes), lo que en definitiva conforma un sector en el que las reglas de la competencia, por incumplimiento de 

la normativa que es de aplicación, son vulneradas con gran notoriedad.  

 

III. CONCLUSIONES 

 

A la vista de cuanto se ha expuesto y argumentado, se puede concluir que en el transporte público de viajeros por 

carretera las distorsiones de la competencia son tan numerosas y de tan gran magnitud e intensidad, que no puede 

sino afirmarse que en general la competencia real existente es altamente censurable. Como igualmente se deduce 

del contenido de la presente colaboración, esta situación no se debe a la existencia de una normativa que sea 

distorsionadora de la competencia, ya que muy por el contrario la normativa emanada de la UE, y por ende la 

dictada por el Estado y por las CCAA, regulan un régimen legal en el que de su aplicación habría de derivar una 

situación de competencia altamente satisfactoria. La problemática viene pues, derivada, tal y como se ha descrito, 

de una gestión de los poderes públicos que, seguramente en muchos casos por incompetencia, ya contraviene 

dicha normativa, ya no aplica los preceptos que mejor pueden asegurar la competencia (impidiendo barreras de 

entrada). También es un hecho constatable, que la realidad descrita no tiene similitud alguna con relación a 

cualquier otro sector, resultando altamente desalentador que en un Estado de Derecho se haya podido llegar a 

este escenario, que dura ya tantos años. 

Además, ha de ponderarse, también, que esta ausencia de competencia, que principalmente se refiere a las líneas 

regulares (ampliaciones reiteradas de los plazos contractuales y continuidad en la explotación de los servicios 

caducados, junto con la muy generalizada ausencia de licitaciones), afecta a la competencia en el resto de los 

servicios (transporte escolar, servicios discrecionales y turísticos, etc.). En efecto, las empresas que explotan 

estas líneas regulares, al tener unos ingresos fijos, así como  amortizado el material móvil con cargo a estas 

líneas, pueden ofrecer unos precios en estas clases de servicios con los que no pueden competir el resto de 

empresas, siendo por ello muy relevante que los servicios públicos permanentes de uso general solamente se 

exploten de acuerdo con su plazo contractual inicial, licitándose con la cadencia y regularidad que para ello se 

precisa. 

La CNMC ha venido censurando algunas de las cuestiones aludidas en esta colaboración, proponiendo medidas 

(Informe sobre la competencia en el transporte interurbano de viajeros en autobús, de 14.VII.2008, Informe sobre 

las prórrogas de las concesiones interurbanas de transporte de viajeros en autobús de titularidad autonómica, de 

10.3.2010, e Informe de seguimiento del proceso de renovación de las concesiones estatales de transporte 

interurbano de viajeros en autobús, de 10.3.2010, entre otros). En el momento actual, la CNMC está redactando 

un Informe general que abarca la mayor parte de las cuestiones referidas en esta colaboración, como resultado de 

que las mismas han sido objeto (en 2018 y 2019) de denuncia por las patronales (de pequeñas y medianas 

empresas) Eurorutas y Direbus (la patronal mayoritaria, que agrupa a las grandes empresas es CONFEBUS). 

Para la elaboración de este Informe la CNMC abrió un procedimiento de participación pública, siendo de esperar 
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que dicho Informe pueda ser aprobado a principios del segundo trimestre del año 2021, y que pueda constituir un 

documento que inicie los cambios, preferentemente de una gestión pública competente, que precisa el sector para 

que pueda existir una competencia leal y no discriminatoria entre empresas, en definitiva, para que cumpliéndose 

la normativa comunitaria y estatal sectorial y reguladora de la contratación pública, exista también la debida 

seguridad jurídica. Estas pequeñas asociaciones empresariales, con motivo de la tramitación del proyecto de 

modificación del Reglamento UE 1.073/2009 (más atrás enunciado, que finalmente no fue aprobado por no 

contar con la mayoría suficiente), ya informaron a la Comisión UE de la mayoría de las cuestiones planteadas en 

la presente colaboración, razón por la que cabe añadir que la defensa de nuestro sistema concesional de gestión 

de los servicios regulares permanentes de uso general (admitido por el Reglamento UE 1370/2007) , 

principalmente en torno a una posible liberalización pilotada desde las instituciones comunitarias, es 

incompatible con la realidad que se ha descrito. 

* 

Fernando José Cascales Moreno       Col. ICAM 15773 

 


